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Informe del Estado de Guatemala, sobre el Ejercicio del Derecho a la Libertad de Expresión, Asociación y Reunión Pacífica de jueces y fiscales 
I. Antecedentes 

El Estado de Guatemala, recibió cuestionario del Relator Especial sobre la Independencia de Jueces y Abogados, señor Diego García Sayán, relacionada con el ejercicio del derecho a la libertad de expresión, asociación y reunión pacífica de jueces y fiscales. 
En ese sentido, atendiendo la obligación de cooperación del Estado con los órganos y mecanismos de protección de derechos humanos, el Estado de Guatemala, a través de la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos -COPREDEH-, respetuosamente comparece y brinda la siguiente información:

II. Cuestionario
1. Sírvase proporcionar información detallada sobre las disposiciones constitucionales, legislativas y reglamentarias sobre el ejercicio del derecho a la libertad de expresión, el derecho a la libertad de asociación, el derecho de reunión pacífica y los derechos políticos de los jueces y fiscales. ¿Estas disposiciones cubren expresamente el ejercicio de estos derechos en línea, por ejemplo, a través de tecnologías digitales como internet y redes sociales? 
a) Derecho a la libertad de expresión 

El Estado de Guatemala informa que el Artículo 35 de la Constitución Política de la República, reconoce el derecho a la libre emisión del pensamiento, estableciendo que: “Es libre la emisión del pensamiento por cualesquiera medios de difusión, sin censura ni licencia previa. 
Este derecho constitucional no podrá ser restringido por ley o disposición gubernamental alguna”, por lo que ningún juez o fiscal, puede encontrarse en la privación de su derecho a expresarse libremente, en cualquier contexto, incluyendo el uso de las tecnologías digitales como el internet y las redes sociales.  

Por otra parte, La Ley de Emisión del Pensamiento, Decreto Ley Número 09, de la Asamblea Nacional Constituyente, establece en el Artículo 1 que: “es libre la emisión del pensamiento en cualesquiera formas, y no podrá exigirse en ningún caso, fianza o caución para el ejercicio de este derecho ni sujetarse a previa censura.  Lo anterior no excluye a los jueces, fiscales y funcionarios públicos. 
b) Libertad de Asociación 

Con relación con al ejercicio de libertad de asociación, la Constitución Política de la República de Guatemala en el Artículo 33, establece que: “Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. Los derechos de reunión y de manifestación pública no pueden ser restringidos, disminuidos o coartados…”  Por lo que la libertad de asociación, es un derecho humano en donde todas las personas son libres de unirse, organizarse o agruparse, para la realización de actividades lícitas.  
c) Manifestación Pacífica 

Respecto a la manifestación pacífica, es reconocido como un derecho constitucional que se relaciona con la organización de grupos o sectores activistas que emiten sus opiniones en los espacios públicos, la cual es tomada como una herramienta para hacer efectiva la expresión de los desacuerdos en determinadas circunstancias nacionales, prevaleciendo en todo momento el orden público. 

La manifestación pacífica, se encuentra regulada en el Artículo 33 de la Constitución Política de la República de Guatemala, el cual establece lo siguiente: “Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. Los derechos de reunión y de manifestación pacífica, no pueden ser restringidos, disminuidos o coartados; y la ley los regulará con el único objeto de garantizar el orden público. 

En ese sentido, se promulgó la Ley de Orden Público Decreto Ley Número 7 de la Asamblea Nacional Constituyente de la República de Guatemala, en función de aplicar dicha ley en casos de invasión del territorio nacional, de perturbación grave de la paz, de calamidad pública o de actividades contra la seguridad del Estado.

d) Derechos Políticos

Establecen las condiciones y requisitos que todo ciudadano debe de cumplir para participar en la vida política de su país, creando un vínculo de gobernantes y gobernados. La Constitución Política de la República de Guatemala, indica en el Artículo 136 que: “Son derechos y deberes de los ciudadanos: 
a) Inscribirse en el Registro de Ciudadanos;

b) Elegir y ser electo;

c) Velar por la libertad y efectividad del sufragio y la pureza del proceso electoral;

d) Optar a cargos públicos;

e) Participar en actividades políticas; y 

f) Defender el principio de alternabilidad y no reelección en el ejercicio de la Presidencia de la República. “

Asimismo, en la Ley de la Carrera Judicial, en el Artículo 29 literal g), establece como prohibición “El ejercer actividades o propaganda de índole política partidista o religiosa, o propiciar que otros lo hagan”. Aunque la regulación de las disposiciones constitucionales y legislativas de los derechos fundamentales adquiridos sean establecidos de manera general, debe ser tomado en consideración el principio pro persona, el cual establece que toda norma o disposición que trate de reconocer derechos protegidos deben ser interpretados de manera amplia o extensiva.  De manera que, aunque no se establezca la forma de expresar estas libertades fundamentales, en línea o por mecanismos o herramientas tecnológicas no limita de ninguna manera a los juzgadores para gozar libremente de dichos derechos. 

2. Sírvase proporcionar información sobre los casos en que los jueces y fiscales de su país fueron objeto de procedimientos legales o disciplinarios por un presunto incumplimiento de sus obligaciones y deberes, al momento de ejercer dichas libertades fundamentales, a la expresión en línea (online) que a su equivalente fuera de línea (offline). También proporcione información sobre los casos en que los jueces o fiscales hayan estado sujetos a amenazas, presiones, interferencias o represalias en relación con, o como resultado del ejercicio de sus libertades fundamentales. 
Actualmente, no se cuentan con casos específicos en donde los jueces sean sujetos a procesos judiciales o administrativos por ejercer sus libertades fundamentales. Es importante mencionar que la institución cuenta con un canal de comunicación informativa, en el cual se dan a conocer las principales actividades y cuestiones judiciales que se realizan en el Organismo Judicial, por medio de la Secretaría de Comunicación Social, dependencia encargada de potenciar el impacto en la comunicación institucional. 
Por otra parte, el Estado de Guatemala informa, que a través del Ministerio Público, se cuenta con la Fiscalía de Derechos Humanos, la cual tiene el objetivo de garantizar el ejercicio del derecho a la libertad de expresión, el derecho a la libertad de asociación, el derecho de reunión pacífica y los derechos políticos de los jueces y fiscales. Asimismo, existe la Unidad Fiscal de Delitos Cometidos Contra Operadores de Justicia
, la cual tiene como objetivo la protección de dichos funcionarios que en el ejercicio de sus funciones.
3. Sírvase proporcionar información sobre si, y en qué medida, el ejercicio de las libertades fundamentales antes mencionadas se ha regulado en códigos de ética judicial o conducta profesional desarrollados por asociaciones profesionales de jueces y fiscales en su país. ¿Incluyen estos códigos expresamente disposiciones relativas al ejercicio de estos derechos mediante el uso de tecnologías digitales?
Actualmente, no se cuenta con un código de ética judicial como tal. Los juzgadores se limitan a cumplir exclusivamente las disposiciones establecidas en la Constitución Política de la República de Guatemala y la Ley del Organismo Judicial Decreto 2-89, del Congreso de la República; no obstante, se cuenta con el Acuerdo Número 22-2013 de la Corte Suprema de Justicia que contiene las “Normas de Comportamiento Ético del Organismo Judicial”, regulando por ejemplo: en el Artículo 12 “Prudencia. El personal del Organismo Judicial debe: a. Proceder con reflexión y precaución moderándose al hablar y actuar…”, así también el Artículo 13, indicando: “Respeto. El personal del Organismo Judicial debe: d. Conducirse con un lenguaje apropiado, observando en todo momento normas elementales de moral y urbanidad.” 

Es necesario informar que no se cuenta con disposiciones específicas relativas al ejercicio de los derechos relacionados mediante tecnologías digitales.  
4. ¿Qué clase de restricciones (constitucionales, legales o reglamentarias) existen en el sistema legal de su país en relación al ejercicio de estas libertades? ¿Cuál es la razón de estas restricciones? ¿Se aplican estas restricciones fuera de línea y en línea? Y si no, ¿Existen restricciones particulares al ejercicio de estos derechos mediante el uso de tecnologías digitales?
Los derechos fundamentales en referencia no pueden ser restringidos ni coartados de ninguna manera, el goce de los mismos debe ser pleno. Sin embargo, respecto al derecho de la libertad de expresión, los juzgadores tienen una limitante según la Ley de la Carrera Judicial, en el  Artículo 29, literal f), que establece: “Prohibiciones. Dar opinión sobre asuntos que conozcan o deban de conocer”, haciendo referencia que deben siempre guardar una postura imparcial, resguardando en todo momento la privacidad de las cuestiones judiciales a su cargo. 
5. Sírvase facilitar detalles sobre la naturaleza de las restricciones específicamente aplicables al ejercicio de las libertades fundamentales por parte de jueces y fiscales. En particular: 
a) ¿Son estas restricciones dependientes de la posición y los asuntos sobre los cuales un juez/fiscal particular tiene jurisdicción? 
No, de hecho no tienen restricción alguna en cuanto a la emisión del pensamiento por cualquier medio, sea este electrónico o no, toda vez tales exposiciones no contraríen las normas imperativas expresas, al respecto, la prohibición se circunscribe a no emitir opinión referente a casos sometidos a su conocimiento, así también, gozan de libertad irrestricta para asociarse como cualquier ciudadano para la promoción de sus intereses gremiales. 
b)  ¿Se debe tener en cuenta el lugar o la capacidad en la que se dan estas opiniones (por ejemplo, si estaban o no ejerciendo o en el caso que podría entenderse que ejercen sus funciones oficiales)? 
La única restricción consiste en abstenerse de externar opinión respecto a los casos sometidos a su conocimiento. Lo anterior, se encuentra regulado en el Artículo 70 literal c) de la Ley del Organismo Judicial, Decreto Número 2-89 del Congreso de la República.  
c) ¿Debe tenerse en cuenta el propósito de tales opiniones o manifestaciones? 
Si es necesario que se tenga en cuenta, aunque aquello que se perciba sean posturas particulares según la interpretación de los receptores, de las cuales no será responsable el funcionario, quien únicamente deberá observar las reglas establecidas en el Acuerdo Número 22-2013 de la Corte Suprema de Justicia, relacionado en la respuesta de la pregunta número 3. 
d) ¿En qué medida, si lo es, es relevante el contexto, como una crisis democrática, un colapso del orden constitucional o una reforma del sistema judicial, al evaluar la aplicabilidad de estas restricciones?
El funcionario ante situaciones críticas, deberá guardar discreción a fin de conservar su imparcialidad a efecto de sus labores como juzgador. En este sentido, no significa en lo absoluto la restricción al ejercicio de los derechos relacionados para el administrador de justicia. 
6. Sírvase proporcionar información sobre el alcance o la interpretación que se ha dado a estas restricciones por parte de los tribunales nacionales, los consejos judiciales nacionales, los consejos de fiscales o las autoridades independientes equivalente con responsabilidades generales en los procedimientos disciplinarios contra jueces y, cuando corresponda, los fiscales. Favor proporcionar ejemplos adicionales sobre estos instantes. 
El Estado de Guatemala, se abstiene de contestar esta pregunta, ya que en las anteriores respuestas a este cuestionario, se ha indicado que no existe restricción alguna a los tribunales nacionales. 
7. Sírvase proporcionar información sobre las iniciativas emprendidas por las asociaciones profesionales de jueces y, si corresponde, de fiscales, para aumentar su conocimiento de los riesgos asociados con el ejercicio de sus derechos en línea, en particular en las redes sociales. 
El Estado de Guatemala informa, que no se han emprendido acciones por parte de asociaciones profesionales de jueces o fiscales, para abortar el tema sobre los riesgos asociados con el ejercicio de sus derechos en línea en el contexto de las redes sociales. 
� El Ministerio Público cuenta con el Protocolo de Investigación de Delitos Cometidos Contra Defensoras y Defensores de Derechos Humanos, en el cual establece que: “Son funcionarias y funcionarios del Estado que (…) contribuyen desde sus respectivas atribuciones a asegurar el acceso a la justicia a través de la garantía del debido proceso y el derecho a la protección judicial”. De acuerdo a dicho Protocolo, constituyen Operadores de Justicia los siguientes: Jueces, Juezas, Fiscales, Defensores Públicos y Defensoras Públicas.  
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